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León, Guanajuato, a 2 dos de septiembre del año 2011 dos mil once. . . . .
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 250/2011-JN, promovido por el ciudadano Víctor Hugo Ortiz Martínez; y,. . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor tuvo conocimiento del acta de infracción y su calificación; sin que de las constancias de la presente causa administrativa, se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
TERCERO.-  La existencia de los actos impugnados en la presente causa administrativa, consistentes en el acta de infracción impugnada folio número T-4243450 (T guión cuatro-dos-cuatro-tres-cuatro-cinco-cero), de fecha 30 treinta de mayo de 2011 dos mil once, y su calificación; se encuentra debidamente acreditada en autos, con el original de la boleta de infracción en comento y del recibo oficial de pago número AA*969834; (los que obran en el secreto del Juzgado y son visibles en autos, en copia certificada, a foja 3 tres); documentos que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que tanto el acta de infracción emitida, como el recibo oficial de pago constituyen documentos públicos, al ser expedidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el Agente de Tránsito de nombre Miguel Gutiérrez Martínez, en fecha 30 treinta de mayo del año en curso, levantó al ciudadano Víctor Hugo Ortiz Martínez, el acta de infracción folio número T-4243450 (T guión cuatro-dos-cuatro-tres-cuatro-cinco-cero), por el motivo: “Por no realizar la verificación de emisiones contaminantes al período correspondiente a los meses octubre y noviembre del 2010”, en el lugar ubicado en “Blvd. La Luz y Blvd. Morelos” de la Colonia Eyupol de esta ciudad; siendo que para el actor, el levantamiento del acta, es ilegal, porque carece de la debida fundamentación y motivación; que el Agente de Tránsito demandado no plasmó las normas legales que lo facultan para emitir infracciones respecto del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera generada por Vehículos Automotores para este Municipio y que la calificación de la infracción se emitió sin una audiencia previa; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, la Directora General de Ingresos, en su escrito de contestación, en el capitulo respectivo señaló: “... la nulidad siempre debe encauzarse en contra de un acto concreto y particular que afecte los intereses jurídicos del gobernado y en el caso específico al no existir dicho acto...”; lo que se traduce en que invoca la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato, al referir que no existe el acto que se le impugna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

           Causal de improcedencia que sí se actualiza; pues efectivamente no existe un acto emitido por parte de esa autoridad; pues el hecho de haber recibido materialmente el importe de la multa de ninguna forma puede considerarse como un acto administrativo, pues no encuadra en la definición que al efecto se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, además porque el acto impugnado atribuido a dicha dependencia lo es la calificación de la infracción; calificación que no es competencia de la Dirección General de Ingresos, sino de la Tesorería Municipal, atento a lo que establece el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al actualizarse una causal de improcedencia, concretamente la establecida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede sobreseer el presente proceso administrativo, únicamente respecto de la Dirección General de Ingresos; ello con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa citado. .
Por su parte, el Agente de Tránsito demandado no hizo valer ninguna causal de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este Juzgador no advierte la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De los conceptos de impugnación que se hacen valer, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el Primero, sin necesidad de transcribirlo todo, siguiendo para ello el criterio sostenido por los tribunales del Poder Judicial de la Federación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, respecto del acta de infracción impugnada, en su tercer párrafo (inicio de la foja 2), el actor textualmente refiere: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“El acta de infracción carece de fundamentación toda vez que el C. Agente de Transito demandado CARECE DE COMPETENCIA Y ATRIBUCIONES PARA LEVANTAR EL ACTA DE INFRACCIÓN QUE SE COMBATE, toda vez que su competencia se limita a las infracciones al Reglamento de Transito Municipal de León, Gto,, sin que en el documento impugnado plasme el numeral que le otorgue competencia para levantar infracciones al REGLAMENTO PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DE CONTAMINACIÓN GENERADA POR VEHÍCULOS AUTOMOTORES PARA EL MUNICIPIO DE LEÓN GUANAJUATO, lo que sin lugar a dudas me causa un perjuicio en mi esfera jurídica, al ser molestado… por una autoridad que no funda y motiva su actuación…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el Agente de Tránsito demandado, en su contestación ni en ningún otro momento procesal, hizo argumentos tendientes a demostrar la ineficacia de lo antes expresado por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta suerte, una vez analizada el acta impugnada, el concepto de impugnación, en la parte en estudio, resulta fundado; ya que en concreto, lo que expone el actor es que no contiene ordenamiento ni dispositivo legal que le faculte o le dé competencia al Agente de Tránsito demandado, para levantar el acta de infracción por violaciones al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera generada por Vehículos Automotores para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo que resulta cierto, pues de la lectura integral del acta de infracción, se advierte que se hace referencia a la competencia del Agente de Tránsito a los ordenamientos legales, como lo es, entre otros, el Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, que le confiere la competencia para levantar actas de infracción, pero sólo respecto a las faltas administrativas en materia de Tránsito, establecidas en el Reglamento de Tránsito en comento; mas no en cuanto a violaciones al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores para el Municipio de León, Guanajuato; puesto que no se cita ni se hace mención del dispositivo legal de dicho Reglamento, que faculte a un Agente de Tránsito para emitir actas de infracción por no realizar una verificación de emisiones; lo que se traduce en una falta total de fundamentación en cuanto a la competencia de la autoridad que la emite (Agente de Tránsito) para infraccionar por violaciones al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación antes mencionado; incidiendo ello sobre la validez del acta y sobre los efectos que ésta pueda producir en la esfera jurídica del gobernado, parte actora en este juicio. . .
No es óbice a lo anterior, el hecho de que en el acta de infracción impugnada se haga referencia al artículo 14, fracción I, inciso B del Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera generada por Vehículos Automotores para el Municipio de León, Guanajuato; pues dicho precepto en ningún momento hace referencia a la competencia del Agente de Tránsito, sino que se refiere a que se impondrá una multa de 15 quince días de salario vigente en el Estado, a quien haya omitido realizar una verificación vehicular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    
Luego entonces, es de concluir que el acta de infracción impugnada no cumple con el principio de legalidad de la debida fundamentación; pues en la misma se debió citar el o los ordenamientos y preceptos jurídicos aplicables y vigentes que, al momento en que se presentan los hechos que dan lugar a la infracción, le confieran al Agente de Tránsito demandado, la competencia para levantar actas de infracción por violaciones al Reglamento para la Prevención y el Control de la Contaminación a la Atmósfera Generada por Vehículos Automotores para el Municipio de León, Guanajuato, lo que en la especie no se presenta; traduciéndose esto en que la misma no se encuentre fundada; por lo que incumple con el elemento de validez de los actos administrativos, previsto en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .    

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado, se concluye que el acta de infracción número T-4243450 (T guión cuatro-dos-cuatro-tres-cuatro-cinco-cero) de fecha 30 treinta de mayo de 2010 dos mil diez, resulta ilegal al actualizarse la causal de nulidad prevista en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que es procedente decretar su nulidad total; así como también la nulidad total de su calificación, por la cual se impuso una multa por la cantidad de $567.00 (Quinientos sesenta y siete pesos 00/100 moneda nacional); calificación que se encuentra plenamente acreditada con el recibo oficial número AA*969834, de fecha 20 veinte de junio del presente año; ello en virtud de ser una consecuencia legal del acta declarada nula y atendiendo al principio de derecho de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . 

Como apoyo a lo anterior, en lo conducente, se hace propio el criterio que sostiene el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 214, de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

“COMPETENCIA. DIFERENCIAS CON LA LEGITIMACIÓN.- Competencia y  legitimación  son dos conceptos jurídicos distintos, no obstante que los mismos puedan coexistir en una misma persona. La competencia se refiere a la suma de facultades que la ley le atribuye a un órgano público, y en consecuencia al funcionario público para ejercer dichas atribuciones; en tanto que la legitimación se refiere a la persona, al individuo nombrado para desempeñar determinado cargo público. Ahora bien, es cierto que las autoridades no están obligadas a acreditar su legitimación, es decir, que anexen a todos los actos que emitan, el nombramiento del cargo que ocupan. Sin embargo, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Política Federal, sí es una obligación para las autoridades fundar su competencia, pues los actos de molestia y privación requieren, para ser legales, entre otros requisitos, que sean emitidos por autoridad competente y cumplir con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado, expresándose como parte de las formalidades esenciales, la disposición, acuerdo o decreto que le otorgue tal competencia. (Toca 65/06. Recurso de Revisión interpuesto por Miguel Ángel Torrijos Mendoza, en su carácter de Procurador de Protección al Ambiente del Estado de Guanajuato. Resolución de fecha 24 de agosto  de 2006).” (Lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, con la finalidad de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las partes; se procede a valorar la confesión del ciudadano Víctor Hugo Ortiz Martínez, ofrecida como prueba por la Directora General de Ingresos, y desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el 1 uno de septiembre del presente año, a las 10:00 diez horas; a la cual no asistió el absolvente, no obstante haber sido legalmente citado; por lo que se procedió a tenerlo por confeso respecto de la única posición que se califico de legal, que fue la primera; no otorgando, este Juzgador, valor  probatorio alguno a dicha confesional; pues si bien es cierto, al absolvente se le tuvo por confeso de que el día de los hechos consignados en el acta se encontraba circulando en un vehículo de motor sin haber realizado la verificación de emisiones contaminantes del periodo correspondiente a los meses de octubre y noviembre del 2010 dos mil diez; cierto es también que dicha probanza es irrelevante en cuanto a los puntos controvertidos, pues con ello no se desvirtúa, de modo alguno, el hecho de que en el acta impugnada no conste ni el precepto ni el ordenamiento legal que faculte a un Agente de Tránsito, para emitir boletas de infracción al Reglamento para la prevención y el control de la contaminación a la atmósfera generada por vehículos automotores del Municipio de León, Guanajuato; razón por la cual no le da ningún valor probatorio a ese medio de prueba. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación, en el aspecto estudiado, resultó fundado y es suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total del acta impugnada, resulta innecesario el estudio de los demás argumentos expresados en el mismo, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.- De las pretensiones del actor, también está la de que se ordene a las demandadas a que devuelvan la cantidad de $567.00 (Quinientos sesenta y siete pesos 00/100 moneda nacional) que, como consecuencia de la infracción, pagó por concepto de la multa impuesta, según lo acredita con el recibo oficial número AA*969834, de fecha 20 veinte de junio del 2011 dos mil once; acción que se traduce en la condena a la autoridad para el pleno restablecimiento del derecho violado, prevista en la fracción III del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sí resulta procedente el condenar al Agente de Tránsito demandado a que se realice la devolución de la cantidad señalada; pues por un lado, al haber procedido en el presente asunto, la nulidad total del acta de infracción impugnada, también es procedente entonces la de condena a la devolución del monto pagado por concepto de la infracción; y por el otro, al haber aportado el actor como prueba de su parte, el original del recibo oficial descrito en supralíneas (visible en autos, en copia certificada, a foja 3 tres); mismos que, como ya se dijo, merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un recibo de pago expedido por una cajera de la Tesorería Municipal en el ejercicio de sus funciones; se acredita el pago realizado, por lo que procede su devolución. . . . . . 

Por lo anterior, el Agente de Tránsito demandado, deberá realizar las gestiones necesarias ante la Tesorería Municipal, para que quede sin efectos el pago realizado por el actor y se devuelva a éste, la cantidad cuyo acto de origen fue declarado ilegal, de conformidad con el siguiente Criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la publicación titulada “Criterios 2000-2008, del propio Tribunal, la que en su página 280 señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“devolución del pago de lo indebido. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DE LA QUE EMANÓ EL ACTO ANULADO  realizar las gestiones para.- Si el actor ocurrió ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado a efecto de solicitar el reembolso del pago que realizó, por considerar que la infracción del que provino era ilegal, resulta correcto que el A quo condenara a su devolución a la Dirección General de Tránsito y Transporte del Estado, y no a la Secretaría de Finanzas y Administración del Estado, pues el acto de autoridad (imposición y calificación de la infracción), por el cual el actor enteró esa cantidad al erario estatal, fue emitido por el titular de esa Dirección, no así la mencionada Secretaría, la que, en todo caso, se limitó a cumplir con su cometido de recaudar los ingresos estatales, como dispone el artículo 5º del Código Fiscal del Estado, por lo que corresponde a esa Dirección General de Tránsito y Transporte, realizar las gestiones necesarias para que quede sin efectos el pago realizado a la autoridad recaudadora y se devuelva al actor la cantidad cuyo acto de origen fue declarado ilegal”. (Toca 136/07. Recurso de Revisión interpuesto por Daniel García Razo, en su carácter de autorizado del Director General de Tránsito y Transporte del Estado. Resolución de fecha 9 de enero de 2008). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NOVENO.- Por otra parte, el impetrante del proceso, también pretende el “pago de intereses” de acuerdo a lo establecido en el artículo 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de lo que no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno, con sustento en lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . .  

El artículo 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, consigna que el pago de intereses se causará si no se efectúa la devolución dentro del plazo de dos meses siguientes a que se presentó la solicitud. Dicho artículo guarda íntima relación con el artículo 52 de la misma Ley de Hacienda mencionada, ya que establece que si el pago se hubiere efectuado en cumplimiento de acto de autoridad, el derecho a la devolución nace cuando dicho acto hubiere quedado insubsistente; por lo que para efectos de esta causa administrativa el plazo de dos meses a que hace mención el artículo 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, empezaría a correr una vez que causara ejecutoria la presente resolución, es por ello que no ha lugar a condenar a las autoridades demandadas al pago de intereses. . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 255, fracción III; 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracciones I y II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .   

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo respecto de la Dirección General de Ingresos, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en contra del Agente de Tránsito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total del acta de infracción número T-4243450 (T guión cuatro-dos-cuatro-tres-cuatro-cinco-cero) de fecha 30 treinta de mayo de 2010 dos mil diez, así como también la nulidad total de su calificación, por la cual se impuso una multa por la cantidad de $567.00 (Quinientos sesenta y siete pesos 00/100 moneda nacional); en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


QUINTO.- Se condena al Agente de Tránsito demandado, Miguel Gutiérrez Martínez, a que devuelva al ciudadano Víctor Hugo Ortiz Martínez, la cantidad de $567.00 (Quinientos sesenta y siete pesos 00/100 moneda nacional); que, como consecuencia de la infracción, pagó por concepto de la multa impuesta, según lo acredita con el recibo oficial número AA*969834, de fecha 20 veinte de junio del 2011 dos mil once; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Octavo de esta misma resolución; lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


SEXTO.-  No ha lugar a condenar al pago de intereses, en base a lo señalado en el Considerando Noveno de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

